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Violencia en La Araucanía: 

Cambios de Fondo 

 

Índice de Libertad Económica: 

Chile Mejora Puntaje y es 

Líder en la Región 

 

El brutal crimen que terminó con la vida del 

matrimonio de agricultores Luchsinger Mackay 

en Vilcún, es el resultado de una espiral de 

violencia en la que se ha sumido la región a 

partir de la acción de grupos violentistas y que 

incluye ya ocho atentados incendiarios en lo 

que va del año. 

 

Estos graves hechos, que se dan en el contexto 

de un llamado de organizaciones a movilizarse 

desde el 1 hasta el 10 de enero,                 

asegurando que “toda manifestación es válida” 

para reivindicar la causa mapuche y recordar la 

muerte del comunero Matías Catrileo”, ponen 

de manifiesto la necesidad de  restablecer el 

orden público, pero también de efectuar 

cambios en la política indígena que apunten a 

sus problemas de fondo. 

 

Sobre la mesa está la discusión política-jurídica 

acerca de la conveniencia de aplicar la Ley 

Antiterrorista, pero ésta debe ir en paralelo con 

una estrategia de largo plazo que genere  una 

política de Estado, consensuada, que haga 

posible el entendimiento de los problemas y 

demandas que están planteando las 

comunidades indígenas y que sean razonables 

de acoger.  

 

La situación de violencia actual, sólo ayuda a 

generar un sentimiento de rechazo y 

criminalización de la causa indígena e 

incertidumbre y temor en todos los habitantes 

de la zona. 
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El uso de la violencia como mecanismo 

para acceder a tierras se sustenta en 

que la política de entrega de éstas lo 

permite. No existe en la Ley Indígena 

un impedimento legal para que las 

comunidades que hayan tomado algún 

fundo o participado de una acción 

violenta accedan a beneficios. 
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El restablecimiento del orden 
 

A pesar de que el clima de violencia en la zona no es nuevo, sí lo es su 

intensidad. Esta situación de inseguridad lleva a que no se realicen 

inversiones, no se entreguen créditos para las zonas más afectadas y las 

primas de los seguros sean altísimas o simplemente no se aseguren 

bienes en esa parte del territorio. Además, se ha perdido la confianza en el 

sistema judicial y el Estado de Derecho, lo que tiene el riesgo de que 

muchas personas decidan tomar la justicia en sus propias manos. 

 

Se hace urgente entonces la protección de la vida de quienes viven en la 

región y la restitución de la seguridad pública, ya que se percibe que 

quienes cometen hechos de violencia en la zona no tienen sanción alguna. 

 

En este sentido, el Gobierno solicitó que se aplicara la Ley Antiterrorista 

por los hechos ocurridos en la región de La Araucanía, a consecuencia del 

atentado que terminó con la vida del matrimonio Luchsinger-Mackay el 

pasado 4 de enero. 

 

Desde 1984 existe en Chile una ley que sanciona las conductas terroristas, 

así como también la colaboración con este tipo de actividades. Conocida 

comúnmente como la Ley Antiterrorista (Ley N°18.314), aunque en lo 

medular ha conservado sus aspectos más importantes, ha sido modificada 

y perfeccionada en varias ocasiones, entre las que se encuentra la de 

2010, cuando se buscaba  terminar con la huelga de hambre de los 

comuneros mapuche en el sur de Chile. 

 

La configuración del delito terrorista tiene dos elementos: por un lado se 

debe cometer un delito común, pero muy grave (como homicidio, lesiones, 

uso de explosivos, incendio, etc.), adicionalmente debe ser realizado con la 

finalidad de producir en la población el temor justificado de ser víctima de 

la misma especie, ya sea por los medios empleados para cometerlo,  

porque existe evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar 

contra un grupo determinado de personas, o cuando sea para arrancar o 

inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle condiciones1. 

 

En la modificación del 2010 también se eliminó la presunción de finalidad o 

el denominado "dolo terrorista", que antes existía para delitos que se 

cometían mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran 

poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que 

pudieren ocasionar grandes estragos, o mediante el envío de cartas, 

paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o tóxicos.  

 

Una tercera modificación realizada fue aquella que otorgaba la posibilidad 

de interrogar a los testigos encubiertos por parte de la defensa de los 

formalizados por delitos terroristas, con objeto de certificar la veracidad de 
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su identidad como de sus declaraciones y para esclarecer los hechos 

investigados, siempre que dicha diligencia no pusiera en riesgo la 

protección del testigo. 

 

Las modificaciones hechas a la ley tuvieron por objeto garantizar un debido 

proceso y proteger los derechos de los imputados, por lo que no debe 

temerse su aplicación. Debido a las modificaciones hechas, será el 

Ministerio Público el que deberá demostrar que estamos frente a delitos 

terroristas y el juez analizar si se debe aplicar esta ley, logrando así un 

equilibrio entre los derechos de los imputados y el resguardo del orden.  

 

Es así como los hechos de violencia en La Araucanía implican por tanto un 

desafío para la persecución criminal, esto es, mejorar la eficacia de la 

actuación de fiscales y policías. La sensación de inseguridad, impunidad y 

violencia que se está sufriendo en el sur no es compatible con el Estado de 

Derecho. 
 

La necesidad de un cambio en la política indígena 
 

La explicación de la situación actual en torno a la cuestión mapuche no se 

encuentra en una sola circunstancia, sino que en distintos elementos que 

juntos llevaron al escenario que estamos presenciando hoy. 

 

En el ámbito interno, hay elementos históricos, de retraso económico y 

pérdida de su cultura que han generado un fuerte resentimiento en algunas 

comunidades indígenas. Además existe un gran desconocimiento de los 

chilenos no mapuche de la cultura de esta etnia, que muchas veces se 

traduce en discriminación. 

 

A su vez, hay influencias externas que han alimentado el conflicto. Un 

cambio importante en el movimiento indigenista internacional ha 

redundado en un discurso más ideológico de reivindicación, haciendo  

suyos temas tales como territorio, autogestión, autodeterminación y 

participación política; cuestiones que sin embargo no tienen un apoyo 

mayoritario entre la población mapuche. 

 

En este contexto, se insertó a principios de los años noventa un cambio en 

la política indígena del Estado chileno. Recogiendo las directrices del 

escenario internacional, se gestó la Ley 19.253, cuya aplicación práctica ha 

tenido consecuencias que han empeorado la situación. 

 

El fundamento central de esta ley es la importancia que tendría la tierra 

para las comunidades y el conflicto por su propiedad ha generado 

incentivos perversos que han agudizado la violencia en la zona.  
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Además del creciente presupuesto que se ha utilizado en materia indígena 

(ver Gráfico N° 1), donde en 2012 el 50% se destinó a la compra de tierras, 

seguimos frente a una situación de demandas crecientes y de violencia en 

la que no se vislumbra un punto de inflexión. 

 

Gráfico Nº 1 

PRESUPUESTO DEL FONDO DE CORPORACIÓN NACIONAL DE 
DESARROLLO INDÍGENA, CONADI (VARIACIÓN REAL) 

 
 

  Fuente: Ley de Presupuestos. 

 

Si bien el proceso de entrega de tierras estuvo envuelto en polémicas 

durante muchos años, el actual Gobierno ha intentado perfeccionar los 

mecanismos de entrega de tierras bajo condiciones más objetivas, además 

de acompañarlas de un convenio de apoyo productivo y asistencia técnica. 

Pero esto no ha sido suficiente. 

 

Algunas comunidades indígenas reclaman derechos ancestrales, la 

existencia de una “deuda histórica” y la devolución de aquellas que les 

“debieran pertenecer”.  Sin embargo, como ya lo consignaba el documento 

“La Política de Tierras de la CONADI” en 1999, hay una “inexistencia de 

una cuantificación inicial socialmente válida de los tipos de problemas de 

restitución de las tierras indígenas"2. Así, se da cuenta de la ausencia de 

estudios causales, de títulos u otros que objetivaran seriamente la cantidad 

de tierras en problemas.  

 

Habiéndose reconocido el error ya en 1999, lamentablemente el énfasis en 

la política indígena de entrega de tierras se ha mantenido prácticamente 

inalterado durante los gobiernos de la Concertación y el actual. 

 

La falta de claridad en relación a la magnitud del problema de tierras 

indígenas da origen a reclamaciones de tierras indemostrables desde el 

punto de visto legal e imposibles de abordar presupuestariamente. Esta 
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situación, y la falta de un marco legal adecuado para que la entrega de 

tierras sea un proceso racional, se han reflejado en reivindicaciones 

crecientes, movilizaciones, surgimiento de nuevos líderes y aumento de 

actos de violencia. 

 

De hecho, según un estudio realizado por LyD, al contabilizar los casos 

cubiertos en la prensa desde 1990 a 2012 van 1.456 hechos de violencia 

de connotación indígena, los que se concentran principalmente en la 

región de La Araucanía.   

 

Si bien la mayor alza de casos se produjo durante los años 2000-2001, se 

puede apreciar una tendencia alcista durante 2012, tal como se muestra en 

el Gráfico N° 2. 

 

Gráfico Nº 2 

CASOS DE VIOLENCIA INDÍGENA EN ACTUAL GOBIERNO  
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
              Fuente: LyD sobre la base de recopilación de prensa de El Mercurio  
              y Diario Austral de Temuco. 

 

El uso de la violencia como mecanismo para acceder a tierras se sustenta 

en que la política de entrega de éstas lo permite. No existe en la Ley 

Indígena un impedimento legal para que las comunidades indígenas que 

hayan tomado algún fundo o que hayan sido partícipes de una acción 

violenta accedan a beneficios.  

 

Medidas fracasadas como la política de "tierras a cambio de paz social", 

que significaron un incentivo perverso a comienzos del año 2000, se 

buscaron superar a través de la entrega de tierras a comunidades pacificas 

que cumplían además con criterios de aplicabilidad para la compra. No 

obstante, en 2011 este Gobierno cometió el error de entregar 2.554 

hectáreas de tierras a las comunidades de Pantano y Didaico (Ercilla), 
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lideradas por los lonkos Pascual Pichún Pallaleo y Aniceto Norin, quienes 

fueron los primeros mapuche en ser condenados por la Ley Antiterrorista, 

sentándose un preocupante precedente. 

 

La política indígena sigue marcada por una gran discrecionalidad, lo que 

se evidencia en el Cuadro N°1, donde las principales adquisiciones del 

Estado se han hecho a través de la compra directa (art. 20 letra b). En 

2010 el 100% de los recursos para compra de tierras se entregaron vía 

artículo 20 b; el 2011 el 26% de los recursos se destinó en subsidio de 

tierras (art. 20 a) y el 74% ($ 27.400 millones) para comprar tierras vía 

“conflicto jurídico”; tendencia que se mantuvo en 2012, cuando se destinó 

el 28% a subsidio y el 72% a compra directa.  

 

Cuadro Nº 1 

RESUMEN DE LA SUPERFICIE ADQUIRIDA POR CONADI,  
2010-2012 (HA) 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

        Fuente: CONADI. 
        * El artículo 20 a corresponde a subsidio. El 20 b corresponde a la compra  
        directa por parte de la CONADI a particulares. 

 

En este sentido, la política debiera ser no ceder ante las comunidades que 

usan presiones indebidas y establecer criterios más restrictivos en materia 

de límites a la compra de predios, que sólo en 2012 significaron $ 42 mil 

millones. Más de US$ 80 millones anuales para comprar tierras es una 

cantidad considerable y podemos hablar de que virtualmente se ha creado 

por parte del Estado un poder comprador de violencia. Asimismo, se hace 

necesaria la introducción de cambios que permitan flexibilizar la venta o 

hipoteca de los predios entregados por la CONADI. Ya que con estas 

restricciones se coarta su libertad de decisión y se les obliga a seguir con 

esa visión ruralizante que ha tenida la política indígena hasta ahora. 

 

Conclusión 
 

El clima de violencia que se vive en La Araucanía ha alcanzado niveles 

dramáticos, por lo que se hace urgente que los poderes del Estado 

(Carabineros, Ministerio Publico y Tribunales de Justicia) hagan todo 

cuanto está en su poder para restablecer el orden público en la región. Ello 

no significa militarizar la zona como han expresado algunos; significa poner 

Superficie adquirida durante 2010-2012 

año 20 a) 20 b) Total 

2010 - 3.305 3.305 

2011 3.683 10.334 14.017 

2012 973 2.503 3.476 

Total 4.656 16.142 20.798 
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VIOLENCIA EN LA ARAUCANÍA: 

 Entre 1990 y 2012 se han registrado 1.456 hechos de violencia de 
connotación indígena. 

 La falta de claridad frente a la magnitud del problema de tierras 
indígenas da origen a reclamaciones indemostrables desde el 
punto de vista legal e imposibles de abordar presupuestariamente.  

 La política indígena sigue marcada por una gran discrecionalidad, 
las principales compras de tierras se han hecho a través de la 
compra directa (art. 20 a) y no con subsidios. 

 Hay que buscar el diálogo entre los distintos sectores políticos, con 
una mirada país para buscar una salida a la situación de 
estancamiento que se vive en esta materia. 

 

las cosas en su lugar llevando tranquilidad a la zona en el sentido que sus 

ciudadanos no necesitan defenderse por sus propios medios sino que 

cuentan con la protección de la autoridad. 

 

Por otra parte, se hace imperativo dejar atrás las políticas meramente 

asistencialistas y promover una mirada participativa, de emprendimiento y 

de respeto de sus tradiciones3. Hay que dejar atrás la centralidad de la 

compra de tierras en la política indígena y modificar este instrumento para 

evitar incentivos perversos. 

 

Dada la complejidad del problema, hay que buscar el diálogo entre los 

distintos sectores políticos, con una mirada país para buscar una salida a 

la situación de estancamiento que se vive en esta materia. Es evidente que 

no es sólo un problema de pobreza, pero claramente tampoco es un 

problema que se soluciona con tierras. 

 

Conviene, por último, realizar cambios institucionales, como la 

transformación de la CONADI en una Agencia de Desarrollo Indígena, que 

es un paso necesario para constituir un servicio público moderno y 

eficiente de administración; y la creación del Consejo Nacional de Pueblos 

Indígenas, que sería el órgano de representación nacional de los pueblos 

originarios.  Hoy día, ambas funciones están mezcladas en la CONADI, 

con el resultado que ninguna de las dos se hace bien. 

 

                                            
1
 Extracto del Art. 2 de la Ley 18.314. 

2
 CONADI: La Política de Tierras, agosto 1999. 

3
 En la actualidad sólo el 12% de la población indígena habla y entiende su lengua. 

En breve… 


